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Resolución

 
Número: 
 

 
Referencia: EX-2021-105675266- -APN-DNAIP#AAIP_Reclamo Fernández Blanco C/Administración Nacional 
de la Seguridad Social

 

VISTO el Expediente EX-2021-105675266- -APN-DNAIP#AAIP, la Ley N° 27.275, los Decretos N° 206 del 27 
de marzo de 2017 y 1012 del 16 de diciembre del 2020, las Resoluciones AAIP N° 4 del 2 de febrero de 2018 y 
N° 30 del 14 de mayo del 2018, y

CONSIDERANDO:

Que por las actuaciones citadas en el Visto tramita un reclamo interpuesto por el señor Pablo Andrés 
FERNÁNDEZ BLANCO contra la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES) 
por presunto incumplimiento a lo estipulado en la Ley Nº 27.275 de Acceso a la Información Pública.

Que la Ley Nº 27.275 tiene por objeto garantizar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la información 
pública, promover la participación ciudadana y la transparencia de la gestión pública (artículo 1°).

Que por el artículo 19 de la referida ley se creó la AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
(AAIP) como ente autárquico con autonomía funcional en el ámbito de la JEFATURA DE GABINETE DE 
MINISTROS - PODER EJECUTIVO NACIONAL con el objeto de velar por el cumplimiento de los principios y 
procedimientos establecidos en la Ley N° 27.275, garantizar el efectivo ejercicio del derecho de acceso a la 
información pública, promover medidas de transparencia activa y actuar como Autoridad de Aplicación de la Ley 
de Protección de Datos Personales N° 25.326.

Que en virtud de los principios aplicables en la materia es dable recordar que, en concordancia con la forma 
republicana de gobierno, rige el principio de publicidad de los actos de gobierno y en este sentido aplica la 
presunción de publicidad de la información en poder de los organismos públicos.

Que el 1 de septiembre de 2021 el señor FERNÁNDEZ BLANCO realizó una solicitud de acceso a la 
información pública a través de la cual solicitó: “listado de los expresidentes/as, ex vicepresidentes/as y/o 
cónyuges (en el caso de que el ex funcionario haya fallecido) que perciben una pensión vitalicia o un monto en 
concepto de jubilación en el marco de la ley 24.018 y el monto bruto y neto mensual percibido (...) nombre y 
apellido del expresidente/a o ex vicepresidente/a que percibe una pensión vitalicia. En caso de que la persona 



haya fallecido, indicar el nombre del familiar y su relación (cónyuge, viudo/a o hijo/a) monto bruto mensual 
percibido por pensión vitalicia y/o en concepto de jubilación monto neto mensual percibido por pensión vitalicia 
y/o enconcepto de jubilación (...)”, que tramitó por EX-2021-81564925- -APN-DNAIP#AAIP.

Que el 22 de septiembre de 2021 la ANSES notificó al señor FERNÁNDEZ BLANCO el IF-2021-89744507-
ANSES-DGAYT#ANSES a través del cual informó que haría uso de la prórroga establecida en el artículo 11 de 
la Ley N° 27.275.

Que el 27 de octubre de 2021 el sujeto obligado dio respuesta a la solicitud por NO-2021-103549856-ANSES-
SEP#ANSES a través de la cual acompañó el IF-2021-103546689-ANSES-SEP#ANSES, e indicó: “A tales 
efectos se acompaña listado con nombre y apellido, de ex Presidentes de la Nación, ex Vicepresidentes de la 
Nación, viudas/os e hijas/os en los casos correspondientes, que perciben actualmente pensión vitalicia conforme 
Ley n° 24.018, durante el período solicitado por el requirente (...)”.

Que por la misma nota agregó: “el Art 3 de dicha normativa establece que “(…) para el presidente de la Nación, 
tal asignación será la suma que por todo concepto corresponda a la remuneración de los Jueces de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación y para el Vicepresidente las 3/4 partes de dicha suma (...). Las escalas 
salariales para el cálculo de las asignaciones de la Ley 24.018 son informados periódicamente a este organismo 
por la Corte Suprema de Justicia de la Nación – órgano competente en su publicación -, y se encuentran 
publicadas en el siguiente link: https://www.csjn.gov.ar/personal-judicial/escala-salarial. De este modo se 
cumplimenta con la información solicitada por el período requerido siendo la CSJN el órgano competente en la 
publicación de las escalas salariales del personal judicial como así también para establecer las remuneraciones 
de magistrados, funcionarios y empleados del Poder Judicial de la Nación (Art 7 Ley 23853 reformado por Art 
24 Ley 26855.)”.

Que por último, agregó: “en la respuesta al requerimiento en cuestión no puede informarse el monto que la 
ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL (ANSES) se encuentra abonando a los ex 
Presidentes de la Nación, ex Vicepresidentes de la Nación, viudas/os e hijas/os en concepto de pensiones 
vitalicias. El requerimiento cursado trata sobre información de neto y absoluto contenido patrimonial 
relacionada a datos personales, no estando facultada la ANSES a otorgar dicha información por no contar con el 
consentimiento de los titulares de la misma (...)”, suscripta por la Subdirección Ejecutiva de Prestaciones.

Que en disconformidad con la respuesta obtenida, el 1 de noviembre de 2021 el solicitante promovió un reclamo 
ante la AAIP en los términos de la Ley Nº 27.275, que tramita por las actuaciones citadas en el Visto.

Que dicho reclamo estuvo fundado en que “si bien el organismo contestó el pedido de acceso, lo hizo de manera 
insatisfactoria, ya que no brinda totalmente la información solicitada al omitir el dato referido al monto 
percibido (...)”.

Que en cumplimiento de la Resolución AAIP Nº4-E/2018, mediante la NO-2021-105958077-APN-DPIP#AAIP 
del 3 de noviembre de 2021, se puso en conocimiento del sujeto obligado el reclamo presentado y se le solicitó 
que en el plazo de cinco días hábiles remitiera copia de las actuaciones relativas a la tramitación de la solicitud y 
toda otra documentación y/o información que considerara pertinente para la resolución del caso.

Que el sujeto obligado respondió la requisitoria por NO-2021-109056833-ANSES-DGAYT#ANSES a través de 
la cual acompañó como archivos embebidos las constancias de las actuaciones dentro de la Administración, sin 
aportar nuevos elementos.



Que entonces, a partir de lo señalado precedentemente le corresponde a esta AAIP resolver al respecto.

Que la Dirección Nacional de Acceso a la Información Pública tomó intervención a través del correspondiente 
Informe Técnico.

Que en el presente caso la ANSES no entregó la información solicitada por el señor FERNÁNDEZ BLANCO 
con fundamento en el objeto del requerimiento, que alude a información de contenido patrimonial relacionada a 
datos personales, según ellos imposible de brindar sin el consentimiento libre, expreso e informado de los titulares 
del beneficio.

Que por lo expuesto se configura la colisión de dos normativas de igual jerarquía jurídica, a saber el derecho de 
acceso a la información y el derecho de protección de los datos personales, por lo que resulta necesario 
armonizarlos con el fin de determinar si la entrega del monto que cobran los ex funcionarios está debidamente 
denegado o no.

Que para fundamentar lo anterior ANSES se amparó en el artículo 8° de la Ley N° 27.275 en cuanto dispone las 
excepciones a través de las cuales, en caso de concurrir, los sujetos obligados podrían eximirse de brindar 
información, a saber: “i) Información que contenga datos personales y no pueda brindarse aplicando 
procedimientos de disociación, salvo que se cumpla con las condiciones de licitud previstas en la ley 25.326 de 
protección de datos personales y sus modificatorias”.

Que según ANSES, también obsta a la entrega de la información el hecho de referirse el requerimiento a 
pensiones vitalicias cuyos beneficiarios no son funcionarios públicos en ejercicio.

Que tal como dispone la Resolución N° 48/2018 para casos de conflictos normativos, no resulta conveniente 
aplicar reglas rígidas fijadas con anticipación sino que, por el contrario, se debe interpretar en el caso concreto 
según el interés público en acceder a la información.

Que en virtud de lo alegado por la ANSES y en cumplimiento de la Resolución AAIP N° 5-E/2018, es que el 15 
de noviembre de 2021 se dio intervención a la DIRECCIÓN NACIONAL DE PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES la cual emitió su opinión a través del IF-2021-112230785-APN-DNPDP#AAIP. En dicho 
informe, la mencionada Dirección sostuvo “(...) los datos solicitados constituyen información de carácter 
público. Así las cosas, en la medida en que se verifican los supuestos establecidos por el Decreto N° 206/2017 su 
cesión al Requirente (y en la terminología de la Ley Nº 27.275, su “acceso”) es compatible con la Ley Nº 25.326 
conforme lo establece su artículo 11 inc. 3 a).”.

Que en referencia a lo anterior y en oportunidad de su pronunciamiento, dijo la DNPDP: “(...) el hecho de que la 
información solicitada por el Sr. Fernández Blanco se refiera a los montos de las pensiones vitalicias percibidas 
por los/as ex Presidentes y Vicepresidentes de la República Argentina -y, cónyuges en caso de fallecimiento- 
hace que la información cuadre en tres de los supuestos que limitan el alcance de la excepción de datos 
personales esgrimida por la ANSES. Esta Dirección Nacional entiende que el presente caso integra los supuestos 
establecidos por el Decreto N° 206/2017 vinculados a (i) la existencia de razones de interés público que 
justifican la entrega de la información, siendo éstas mayores a la intromisión en la privacidad de los titulares de 
los datos (los/as ex Presidentes y Vicepresidentes de la Nación), (ii) que los titulares de los datos (nuevamente, 
los/as ex Presidentes y Vicepresidentes de la Nación) hayan tenido una expectativa de que la información iba a 
ser pública; y (iii) que la información se relacione con funcionarios públicos (...)”.

Que la Dirección Nacional de Acceso a la Información Pública a través de su informe técnico IF-2021-



118877445-APN-DNAIP#AAIP compartió la opinión de la DNPDP y agregó además que “las personas que no 
ejercen funciones públicas en la actualidad continúan teniendo relevancia en la esfera pública, por lo que, tal 
como lo dispone el Decreto Reglamentario N° 206/17 y el Dictamen N° 9/16 de la entonces DIRECCIÓN 
NACIONAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES, su expectativa de privacidad sigue siendo acotada 
frente a la relevacia de la información solicitada”.

Que es dable recordar que el principio rector es la publicidad, transparencia y máxima divulgación de toda 
información en poder del Estado como derivación de la forma republicana de gobierno, autorizando así la cesión 
de información pública, donde la restricción de este derecho es únicamente la vía de excepción.

Que el derecho de acceso sólo puede ser limitado cuando concurra alguna de las excepciones previstas en la Ley 
de Acceso a la Información Pública y se haya hecho un test de interés público que demuestre el riesgo de su 
difusión o la afectación a otro derecho, supuestos que no fueron contemplados en el presente caso.

Que la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública que ha inspirado la Ley N° 27.275 
estipula que la excepción al acceso a la información vinculada con la protección de la privacidad "no tendrá 
aplicación con respecto a asuntos relacionados con las funciones de los funcionarios públicos".

Que las limitaciones, en palabras del Máximo Tribunal, deben ser “verdaderamente excepcionales, perseguir 
objetivos legítimos y ser necesarias para alcanzar la finalidad perseguida. En efecto, el secreto solo puede 
justificarse para proteger un interés igualmente público, por lo tanto, la reserva solo resulta admisible para 
asegurar el respeto a los derechos o la reputación de los demás o la protección de la seguridad nacional, el 
orden público o la salud o la moral públicas” (CS, "Garrido, Carlos Manuel c/ EN - AFIP s/ amparo ley 16.986", 
sentencia del 21 de junio de 2016, considerando 5º).

Que es menester destacar el carácter de interés público de la información solicitada por el señor FERNÁNDEZ 
BLANCO por estar estrechamente vinculada a la transparencia en la gestión pública, conforme a los criterios 
orientadores adoptados por esta AGENCIA en la Resolución AAIP N° 48/18, en particular en el Criterio I punto 
6) que regula la “Información atinente a personas que actúan en un ámbito público, como funcionarios públicos 
o políticos.”

Que la relevancia de la entrega de la información es de indiscutido beneficio para la sociedad en general, lo que 
excluye el beneficio individual del requirente ya que refiere a la administración de fondos públicos nacionales y 
el ejercicio del control político sobre las instituciones.

Que los estándares de publicidad aumentan cuando lo solicitado versa sobre fondos públicos, por lo que si se 
aplicara en este caso un test de proporcionalidad o de interés público resultaría a todas luces notorio que el daño 
causado a la sociedad sería mucho mayor si la información objeto del requerimiento se mantuviera en reserva.

Que de lo anterior se desprende la relevancia e importancia que tiene el ejercicio responsable del control por parte 
de los ciudadanos sobre los actos de gobierno en esta clase de supuestos, donde el sujeto obligado deniega la 
entrega de la información sobre montos pagados en virtud de pensiones vitalicias a los ex Presidentes y ex 
Vicepresidentes o a sus herederos en los casos de fallecimiento.

Que el sujeto obligado se limitó a denegar la información sin fundamentar los motivos por los cuales la entrega de 
los montos percibidos como pensiones vitalicias perjudicaría la intimidad de aquellas personas que se sometieron, 
por voluntad propia, a elecciones populares para ocupar los más altos cargos de nuestro sistema republicano.



Que en esa misma línea la ANSES prefirió evitar un daño potencial que el daño concreto que implica para la 
sociedad no contar con la información solicitada, sin previamente hacer un debido test de proporcionalidad que 
fundamente tal decisión.

Que esta AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA en un caso idéntico resolvió a través de la 
Resolución N° 220 del 19 de agosto de 2021 la entrega de la información.

Que como se dijo previamente, a partir del acuerdo entre ambas direcciones nacionales corresponde hacer lugar al 
reclamo del señor FERNÁNDEZ BLANCO contra la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD 
SOCIAL.

Que conforme lo expuesto se concluye que la respuesta dada por la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA 
SEGURIDAD SOCIAL constituye una denegatoria injustificada contraria a la Ley N° 27.275, en tanto el objeto 
de la solicitud constituye a todas luces información pública a la cual no resulta aplicable la excepción 
contemplada por el artículo 8, inciso i.

Que ante la ausencia del titular de la AAIP, y a los efectos de garantizar el normal desenvolvimiento del 
organismo, de conformidad con lo dispuesto por la Resolución AAIP N° 30 del 14 de mayo de 2018, se ha 
encomendado la atención del despacho y la resolución de los asuntos concernientes a la competencia del titular de 
la AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA, en el señor Director Nacional de Protección de 
Datos Personales, Dr. Eduardo Hernán CIMATO, delegándose la firma correspondiente.

Que la Coordinación de Asuntos Jurídicos de la AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
tomó la intervención que le compete.

Que la presente se dicta en uso de las facultades conferidas por el artículo 17 y 24 de la Ley N° 27.275.

Por ello,

EL DIRECTOR NACIONAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES
DE LA AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

RESUELVE:

ARTÍCULO 1º.- Hácese lugar al reclamo interpuesto por el señor Pablo Andrés FERNÁNDEZ BLANCO contra 
la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL.

ARTÍCULO 2º.- Intímase a la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL para que en el 
plazo de diez (10) días hábiles ponga a disposición del interesado la información oportunamente solicitada, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 17, inciso b) de la Ley N° 27.275.

ARTÍCULO 3º.- Hácese saber a la ADMINISTRACIÓN NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL que 
deberá notificar a esta AGENCIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA el cumplimiento de la 
resuelto en el artículo 2°.

ARTÍCULO 4º.- Comuníquese y, oportunamente, archívese.
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